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Temas: 
DEBIDO PROCESO ADMINISTRATIVO / DEFINICIÓN DE LA SITUACIÓN MILITAR. [A]nte el silencio de la entidad accionada, como todo indica que es inexistente una actuación previa a la declaración de remiso del accionante y el consiguiente cobro de unos valores de allí derivados, surge evidente que está comprometido el derecho al debido proceso, que debe respetarse en todo trámite administrativo, incluso el que corresponde a las fuerzas militares al momento de definir la situación de un ciudadano. En atención a que la actuación administrativa está pendiente de surtirse, o al menos nada se le ha notificado al demandante para que pueda ejercer su derecho de defensa, no corresponde al juez constitucional, en el estado actual de cosas, disponer la forma en que el acto administrativo debe ser expedido, como pretende el libelista. Se dispondrá, en consecuencia, para restablecer el derecho quebrantado, que el Distrito Militar No. 22, por medio de su comandante, dentro de las cuarenta y ocho horas siguientes, proceda a iniciar, si es que no ha tenido lugar, el trámite que corresponda a la definición de la situación militar del demandante, dentro del cual deberá emitir los actos administrativos de rigor para las declaraciones a que haya lugar y notificárselos para permitirle ejercer cabalmente su derecho de defensa. 
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Acta Nro. 543 de octubre 19 de 2017
  



Decide la Sala la acción de tutela interpuesta por Jaime Andrés Restrepo Salazar,  contra el Distrito Militar No. 22 y el Batallón San Mateo, con sedes en esta ciudad, a la que fueron vinculados la Jefatura de Reclutamiento y Control de Reservas del Ejército Nacional y la Octava Zona de Reclutamiento.
ANTECEDENTES
   



Jaime Andrés Restrepo Salazar instauró acción de tutela contra el Distrito Militar No. 22 y el Batallón San Mateo, con el fin de que se le protejan sus derechos fundamentales “al debido proceso, igualdad y definición de mi situación militar” de los cuales es titular.
   



Narra, en resumen, que como estudiante de último año, fue convocado para definir su situación militar, evento que se llevó a cabo en el Coliseo Mayor, en el que se dio inicio a la inscripción; se llenó un formulario y se entregaron algunos documentos; cursando estudios en la ciudad de Manizales consultó la página de la institución castrense y observó que aparecía como citado al Coliseo del barrio Cuba en esta municipalidad, para el día 11 de diciembre de 2014; acudió y aportó certificado de la Universidad de Caldas con la que acreditó que cursaba el cuarto semestre de Diseño Visual, con lo que complementó la entrega de la inicial documentación. Se le indicó que la misma estaba en regla y que estuviera atento la página web; con posterioridad volvió a consultar y encontró que figura con nota de ser remiso desde aquella calenda en la que presentó la certificación.

  



Se acercó a las instalaciones del Distrito Militar No. 22 para dar cuenta de lo acaecido y allí se verificó que sí asistió a la jornada de concentración y que aparece con nota de “exención” y número “9942”, con su firma; en la copia que se le facilitó, ni siquiera aparece en la casilla como “aplazado contingente”. Al indagar sobre ello, se le dijo que estuviera tranquilo y pendiente de la página, porque no tenía ningún inconveniente. Pasado un tiempo volvió a revisar y como se indicaba que su estado era remiso con tarjeta de identidad, debía enviar una solicitud de actualización de documento, lo que hizo con la esperanza de solucionar su situación, pero no ocurrió así. Transcribió las solicitudes y respuestas emitidas sobre el particular, en las que se resalta que no asistió a la concentración del 25 de enero de 2017, pero que ya había realizado todas las gestiones necesarias para su definición militar. Finalmente, expresa, trató de finalizar el procedimiento asistiendo a la convocatoria de amnistía para remisos programada para los días 27, 27 y 28 de septiembre del año que avanza, pero simplemente no lo atendieron con la excusa de que no era exento, cuando en realidad sí lo es, atendiendo su calidad de estudiante.




Pidió, por tanto, el amparo de los derechos invocados; que se ordene a la parte accionada la expedición de su libreta militar con el costo que corresponda como exento. 
 



Mediante auto del 2 de octubre, se le dio impulso a la demanda con la vinculación de la Jefatura de Reclutamiento y Control de Reservas del Ejército Nacional y de la Octava Zona de Reclutamiento, a la vez que, entre otras pruebas, se solicitó del Distrito Militar No. 22, que arrimara toda la actuación adelantada en torno a la definición de la situación militar del accionante, incluido el trámite de declaración de remiso que se anuncia en el libelo.
Solo respondió la Dirección de Reclutamiento del Ejército, en el sentido de que la competencia, en casos como este, radica en las Zonas y Distritos Militares. 
CONSIDERACIONES

Dispone el artículo 86 de la Constitución Nacional que “Toda persona tendrá acción de tutela para reclamar ante los jueces, en todo momento y lugar, mediante un procedimiento preferente y sumario, por sí misma o por quien actúe a su nombre, la protección inmediata de sus derechos constitucionales fundamentales, cuando quiera que estos resulten vulnerados o amenazados por la acción o la omisión de cualquier autoridad pública”

Haciendo uso de esa garantía, Jaime Andrés Restrepo Salazar, promovió en su propio nombre esta acción de tutela, en procura de la protección de los derechos fundamentales arriba señalados, que estimó vulnerados por las entidades a las que demandó, al no definirle su situación militar pese a haber aportado lo necesario para su exención en la prestación de ese servicio y, por el contrario, declararlo remiso.
Pues bien, en el caso concreto, en el proveído que le dio impulso a la actuación, con fundamento en lo narrado en la demanda y los anexos aportados, se requirió al comandante del Distrito Militar No. 22, como organismo competente para la definición de la respectiva situación militar, para que allegara copia de toda la actuación generada en torno al estado de la definición de la situación militar del accionante, incluida la declaratoria de remiso con las consiguientes consecuencias que ello genera.
  



Sin embargo, no solo se guardó silencio, sino que ningún soporte documental requerido por la Sala sobre ese particular fue allegado, cuando era necesario para verificar los argumentos establecidos para aquella declaratoria y con el fin de establecer si se observaron las reglas propias del proceso administrativo, esto es, que se expidió el acto respectivo, que el mismo fue motivado y notificado al ciudadano, y que se le brindó la oportunidad de interponer recursos, como manda el artículo 42 de la Ley 48 de 1993.
  



La única prueba con la que se cuenta es el listado  de “CITADOS A INCORPORACIÓN-BACHILLER –DISTRITO 022 DEL 11 DE DICIEMBRE DE 2014” (f. 7), en el que se registra resultado de “EXENCIÓN-9942” ante el cumplimiento de la convocatoria a la que asistió Restrepo Salazar; sin embargo, se refiere en el plenario que ha sido declarado remiso, lo que no fue desvirtuado por la parte accionada, sin que se conozca el trámite seguido para ello, ni la motivación, como tampoco su notificación. Es decir, que se desconoce si se observó el debido proceso.
  



Este no es un tema aislado, pues la Corte Constitucional se ha encargado de establecer, en cuestiones de similar índole, sobre la aplicación del debido proceso administrativo en los trámites para la definición de la situación militar, que
: 
5.
Aplicación del debido proceso administrativo en los trámites de la definición de la situación militar.

5.1. 
Según lo establece el artículo 29 Constitucional, el debido proceso como derecho fundamental garantiza (i) que el ejercicio de la función administrativa se ajuste a los parámetros constitucionales y legales dispuestos para el desarrollo de los trámites a su cargo, (ii) el equilibrio procesal entre el Estado y el ciudadano en este tipo de actuaciones y, (iii) la protección de otros derechos que podrían verse afectados por decisiones caprichosas y arbitrarias de las autoridades estatales. Estas garantías son aplicables tanto a las actuaciones judiciales como a las administrativas, incluido el trámite de definición de la situación militar llevado a cabo por el Ejército Nacional.
5.2.
El derecho fundamental al debido proceso nació de la mano de las actuaciones judiciales. No obstante, con su consagración en el artículo 29 de la Carta Política se hizo extensiva su aplicación a toda clase de procedimientos, judiciales y administrativos.

… 
5.4.
El procedimiento mediante el cual se define la situación militar, se encuentra regulado por el capítulo segundo de la Ley 48 de 1993 y a su vez, por los artículos 12 al 22 del Decreto 2048 de 1993. 

…
5.7.
Por otra parte, quienes por alguna inhabilidad, causal de exención o falta de cupo, quedaron exentos de la prestación del servicio, serán “clasificados” y tendrán que pagar una contribución económica denominada cuota de compensación militar. Cumplidos los requisitos exigidos dentro del trámite de definición de la situación militar -prestación del servicio militar o pago de la cuota de compensación militar-, como se indicó con antelación, la Dirección de Reclutamiento y Control de Reservas de cada distrito militar expedirá la correspondiente libreta militar.

5.8.
El ciudadano que no cumpla con la obligación de definir su situación militar será declarado infractor y, posteriormente, se hará acreedor de una sanción pecuniaria acorde a la infracción en la que incurrió. Este régimen de infracciones y sanciones se encuentra desarrollado en el título sexto, artículos 41 y 42 de la Ley 48 de 1993
. 

5.9.
La sanción impuesta será susceptible de los recursos de reposición y en subsidio de apelación. Ejecutoriado el acto administrativo sancionatorio, el ciudadano tendrá un término de 60 días calendario para cancelar el valor correspondiente o en su defecto el cobro se efectuará mediante la jurisdicción coactiva fiscal.
 

5.10.
En consecuencia, en las actuaciones administrativas las autoridades militares se encuentran en la obligación de observar el respeto por el debido proceso en aras de evitar la configuración de arbitrariedades que puedan atentar contra los derechos fundamentales de la población civil y de quienes forman parte de la institución.

Y más adelante, en la misma providencia, indicó que: 

7.1.
La Ley 48 de 1993 no establece el procedimiento que debe seguirse para la imposición de las sanciones contempladas en su artículo 42, tan solo dispone que el acto administrativo sancionatorio se encuentre motivado; la manera como debe surtirse la notificación y los recursos que proceden en su contra. 

7.2.
Este Tribunal ha indicado que cuando se impone una sanción de tipo económico por incumplir con la obligación de definir la situación militar, el acto administrativo que la contenga debe encontrarse debidamente motivado y notificarse de manera personal, de lo contrario, la decisión no tendrá efectos legales. 

…

7.7..
En consecuencia, se tiene que todo trámite que despliegue la autoridad militar de reclutamiento en donde se imponga a los ciudadanos una sanción por no haberse presentado a la citación hecha por los encargados del proceso de reclutamiento, deberá respetar el debido proceso. 

7.8.
Ahora bien, se tiene que para tales efectos no es suficiente con brindar oportunidades de defensa posteriores a la imposición real y efectiva de la multa de que se trate, por cuanto la ausencia de ocasiones previas para que el sujeto sea escuchado se presta para que la institución cometa errores. 

7.9.
En este sentido, debido a la importancia que conlleva la expedición y obtención de la libreta militar para el ejercicio de diversos derechos fundamentales, se hace menester que se prevea una instancia adecuada que garantice la presentación de argumentos de defensa por parte del sujeto, de ser necesario.

7.10.
Si bien en relación con el tema de imposición de multas por el Ejército Nacional la Ley 48 de 1993 hace alusión a un procedimiento en particular, no existe una regulación precisa en torno a las etapas que conforman el trámite inmediatamente anterior a la formulación de la sanción, lo que deriva en la necesidad de considerar una instancia o espacios que precedan a la imposición de la multa para garantizar el derecho de defensa de los directamente afectados. 

Así que, ante el silencio de la entidad accionada, como todo indica que es inexistente una actuación previa a la declaración de remiso del accionante y el consiguiente cobro de unos valores de allí derivados, surge evidente que está comprometido el derecho al debido proceso, que debe respetarse en todo trámite administrativo, incluso el que corresponde a las fuerzas militares al momento de definir la situación de un ciudadano
 .
En atención a que la actuación administrativa está pendiente de surtirse, o al menos nada se le ha notificado al demandante para que pueda ejercer su derecho de defensa, no corresponde al juez constitucional, en el estado actual de cosas, disponer la forma en que el acto administrativo debe ser expedido, como pretende el libelista. 

Se dispondrá, en consecuencia, para restablecer el derecho quebrantado, que el Distrito Militar No. 22, por medio de su comandante, dentro de las cuarenta y ocho horas siguientes, proceda a iniciar, si es que no ha tenido lugar, el trámite que corresponda a la definición de la situación militar del demandante, dentro del cual deberá emitir los actos administrativos de rigor para las declaraciones a que haya lugar y notificárselos para permitirle ejercer cabalmente su derecho de defensa. 
Se absolverá a los demás intervinientes, por no encontrar de su parte trasgresión alguna frente a los derechos invocados.

DECISIÓN

Por lo expuesto, el Tribunal Superior del Distrito Judicial de Pereira, Sala de Decisión Civil Familia, administrando justicia en nombre de la República y por autoridad de la ley, CONCEDE la protección invocada por Jaime Andrés Restrepo Salazar.
Por tanto, se le ordena al señor Comandante del Distrito Militar No. 22, Mayor Fabián Bernardo Forero Rey, o a quien haga sus veces, que en el término de cuarenta y ocho horas, contadas desde la notificación de este proveído, proceda a iniciar, si es que no ha ocurrido, el trámite que corresponda a la definición de la situación militar del demandante, dentro del cual deberá emitir los actos administrativos de rigor para las declaraciones a que haya lugar y notificárselos para permitirle ejercer cabalmente su derecho de defensa. 

Se absuelve a los demás intervinientes.
Notifíquese esta resolución a las partes por el medio más expedito.  

Si no es impugnada, remítase el expediente a la Corte Constitucional para su eventual revisión. 
A su regreso, archívese el expediente. 

Los Magistrados,

JAIME ALBERTO SARAZA NARANJO.

CLAUDIA MARÍA ARCILA RÍOS  
             DUBERNEY GRISALES HERRERA
         En uso de permiso
� Sentencia T-614 de 2016


� Capítulo delineado conforme lo establecido en las sentencias T-193 de 2015 y T-294 de 2016.


� “Artículo 41. Infractores. Son infractores los siguientes:


a) Los que no cumplan con el mandato de inscripción en los términos establecidos por la presente Ley;


b) Los que habiéndose inscrito no concurran a uno de los dos primeros exámenes de aptitud sicofísica en la fecha y hora señaladas por las autoridades de Reclutamiento;


c) Los que no concurran al sorteo sin causa justa;


d)Los que después de notificarse del acta de clasificación, no cancelen dentro de los treinta (30) días siguientes la cuota de compensación militar;


e) Los funcionarios del Servicio de Reclutamiento sea militar, civil o soldado que por acción y omisión no diere cumplimiento a las normas de la presente Ley:


f) Los que en cualquier forma traten de impedir que las autoridades del Servicio de Reclutamiento y Movilización cumplan con sus funciones;


g) Los que habiendo sido citados a concentración no se presenten en la fecha, hora y lugar indicados por las autoridades de Reclutamiento, son declarados remisos. Los remisos podrán ser compelidos por la Fuerza Pública, en orden al cumplimiento de sus obligaciones militares, previa orden impartida por las autoridades del Servicio de Reclutamiento; Declarado EXEQUIBLE de manera condicionada en los términos fijados en el punto 7 de las consideraciones de la parte motiva, mediante Sentencia de la Corte Constitucional C-879 de 2011. 


h) Las entidades públicas, mixtas, privadas, particulares, centros o institutos docentes de enseñanza superior o técnica que vinculen o reciban personas sin haber definido su situación militar, o que no reintegren en sus cargos previa solicitud a quienes terminen el servicio militar, dentro de los seis (6) meses siguientes a su licenciamiento.


ARTICULO 42. Sanciones. Las personas contempladas en el artículo anterior, se harán acreedoras a las siguientes sanciones:


a) El infractor de que trata el literal a), será sancionado con multa del 20% de un salario mínimo mensual vigente, por cada año o fracción que dejara de inscribiese reglamentariamente sin que sobre pase el valor correspondiente a dos (2) salarios mínimos mensuales vigentes. En caso de que el infractor sea incorporado al servicio militar, quedará exento del pago de la multa. Para los bachilleres, la multa se contabilizará a partir de la fecha en que se gradúen como tales.


b) Los infractores de que tratan los literales b) y c) pagarán una multa, correspondiente al 20% de un salario mínimo mensual legal vigente;


c) El infractor de que trata el literal


d) será sancionado con multa del 25% sobre el valor decretado inicialmente como ordinario. Si no paga esta cuota extraordinaria será reclasificado y se incrementará en otro 25%; d ) Los infractores determinados en los literales e ) y f ) serán sancionados de acuerdo con las normas establecidas en las leyes penales o en el Reglamento de Régimen Disciplinario para las Fuerzas Militares;


e) Los infractores contemplados en el literal g), serán sancionados con multa equivalente a dos (2) salarios mínimos mensuales legales vigentes, por cada año de retardo o fracción, sin exceder 20 salarios. El remiso que sea incorporado al servicio militar quedará exento de pagar dicha multa;


f) Los infractores contemplados en el literal h) serán sancionados con multa de cinco (5) salarios mínimos mensuales vigentes, por cada ciudadano vinculado ilegalmente o que no reintegre en sus respectivos cargos a partir de la vigencia de la presente Ley.


ARTICULO 43. Junta para remisos. El remiso definirá su situación militar mediante incorporación para prestar el servicio militar, salvo las excepciones legales determinadas por la Junta para Remisos. El Ministerio de Defensa reglamentará la organización y funcionamiento de la Junta para Remisos.”


� “ARTICULO 47. Aplicación sanciones. Las sanciones pecuniarias a que se refiere el artículo 42 se aplicarán mediante resolución motivada contra la cual proceden los recursos de reposición y apelación conforme a las previsiones del Código de Procedimiento Civil. El Gobierno reglamentará las condiciones de liquidación y recaudo de la sanción.


ARTICULO 48. Mérito ejecutivo. La resolución a que se refiere el artículo anterior una vez ejecutoriada presta mérito ejecutivo. Su notificación se hará de acuerdo con lo establecido en el Código de Procedimiento Civil. Las multas por sanciones se pagarán dentro de los sesenta (60) días siguientes a la fecha de ejecutoria.”


� Ver sentencias T-388 de 2010, T-711 de 2010, T-976 de 2012, T-587 de 2013, T-774 de 2013 y T-039 de 2014, entre otras.


� Sentencia T-1083 de 2004. 
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